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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 13 de marzo de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-005-2016-00147-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Álvaro Hernán Montoya Villegas

Demandado:

UGPP

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / DE ORIGEN PROFESIONAL / BAJO ACUERDO 155 DE 1963, APRODADO POR EL DECRETO 3170 DE 1964 / TÉRMINOS EN QUE DEBE LIQUIDARSE LA PRESTACIÓN.
Por medio del Acuerdo 155 de 1963 aprobado por el Decreto 3170 de 1964, el otrora Instituto de Seguros Sociales expidió el reglamento general del seguro social obligatorio de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, estableciendo en el artículo 21 que el incapacitado permanente parcial tendrá derecho a una pensión proporcional a la que le hubiere correspondido en caso de incapacidad permanente total y de acuerdo con el porcentaje de valuación de la incapacidad, determinando a continuación, que el incapacitado permanente total tendrá derecho a una pensión mensual equivalente al 60% del salario mensual base.

Para fijar el salario mensual de base para el computo de las pensiones de invalidez, en el artículo 22 se indicó que el mismo se obtiene promediando los salarios base de cotización de las últimas doce (12) semanas anteriores a la fecha del accidente. Si las semanas de cotización en ese periodo no alcanzan a 12, el promedio se calculará sobre el número de semanas de cotización que tuviere el afiliado; y de no existir cotizaciones, la pensión se calculará sobre el salario base de la categoría declarada por el empleador en el aviso de entrada del asegurado.

Como las normas relacionadas no establecieron taxativamente el porcentaje que debía asignarse a las pensiones ocasionadas por incapacidad permanente parcial, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia dio claridad sobre el punto en sentencia SL11886 de 10 de mayo de 2017 radicación Nº 50444 con ponencia del Magistrado Gerardo Botero Zuluaga, enseñando que luego de establecido el salario base conforme lo señala la norma, a dicho monto se le debe aplicar el 60% que sería el asignado para el incapacitado permanente total y a la suma obtenida se le debe aplicar el porcentaje de la incapacidad permanente parcial, arrojando de esta forma el valor de la pensión de invalidez.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, trece de marzo de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 29 de agosto de 2018, dentro del proceso que promueve el señor ÁLVARO HERNÁN MONTOYA VILLEGAS en contra de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A la cual fue sucedida procesalmente por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP-, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00147-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Álvaro Hernán Montoya Villegas que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reajuste la pensión de invalidez que le fue reconocida por el extinto ISS y con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a reconocer la diferencia pensional causada, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: En el año 1988 se vinculó mediante contrato de trabajo a término indefinido con la Empresa de Obras Sanitarias de Santa Rosa de Cabal “Empocabal ESP EICE”, asignándosele un salario mensual de $33.385; el 16 de junio de 1992 sufrió accidente de trabajo; mediante la resolución Nº 04524 de 11 de diciembre de 1992 se le reconoció la pensión de invalidez, no obstante, continuó vinculado como trabajador de la entidad referenciada hasta el 3 de enero de 1994, momento a partir del cual empezó a disfrutar la prestación económica; durante el año 1993 devengó mensualmente la suma de $123.287,99, con la cual se hicieron las cotizaciones a la Seguridad Social, sin embargo, ella no fue tenida en cuenta, ya que se le reconoció como mesada pensional, el equivalente al salario mínimo legal mensual vigente; el 6 de marzo de 2013 solicitó ante Positiva Compañía de Seguros S.A. el reajuste de la pensión de invalidez, sin embargo, dicha entidad guardó silencio.
Al dar respuesta a la demanda –fls.129 a 141- Positiva Compañía de Seguros S.A. aceptó que el ISS le reconoció al accionante la pensión de invalidez de origen profesional, por medio del acto administrativo relacionado anteriormente. Se opuso a las pretensiones, aclarando que a partir del 30 de junio de 2015 la UGPP adquirió la competencia para atender las obligaciones pensionales reconocidas por el ISS, como se dejó consignado en el artículo 80 de la Ley 1753 de 2015. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho e inexistencia de la obligación”, “Prescripción”, “Buena fe de la entidad demandada”, “Falta de causa jurídica”, “Enriquecimiento sin justa causa” e “Innominada o genérica”.

Por medio de auto de 10 de noviembre de 2016 –fl.147-, se ordenó vincular a la actuación a la Unidad Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP, quien luego de ser notificada en debida forma, contestó la demanda –fls.211 a 218- manifestando que no le constaban los hechos relatados por la parte actora. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de fondo de “Inexistencia de la obligación por parte de la UGPP”, “Buena fe”, “Prescripción” y la “Genérica”.

En la audiencia prevista en el artículo 77 del CPT y de la SS, al llegar la etapa de saneamiento, la funcionaria de primera instancia determinó que la UGPP es la sucesora procesal de Positiva Compañía de Seguros S.A. y en consecuencia ordenó la desvinculación de ésta última entidad, decisión que no fue objeto de controversia.
En sentencia de 29 de agosto de 2018, la funcionaria de primera instancia determinó que la normatividad aplicable para el caso, es aquella que se encontraba vigente para el momento en que se estructuró la invalidez del señor Álvaro Hernán Montoya Villegas, esto es, el Acuerdo 155 de 1963 aprobado por el Decreto 3170 de 1964, por lo que al dar paso a lo previsto en el artículo 22 y efectuar los correspondientes cálculos, concluyó que el monto de la pensión de invalidez reconocido en su momento por el ISS se encuentra ajustado a derecho, ya que realmente el valor de la prestación resultaba inferior al salario mínimo legal mensual vigente y por tanto lo que procedía era ajustarlo a ese valor, como adecuadamente lo hizo el extinto ISS en la resolución Nº 04524 de 11 de diciembre de 1992.

Por las razones expuestas negó la totalidad de las pretensiones de la demanda.

Al haber resultado la decisión completamente desfavorable a la parte actora, dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Tiene derecho el señor Álvaro Hernán Montoya Villegas a que se le reajuste la pensión de invalidez reconocida en la resolución Nº 04524 de 11 de diciembre de 1992?

De conformidad con la respuesta que se de ese interrogante ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

LIQUIDACIÓN DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ EN VIGENCIA DEL ACUERDO 155 DE 1963 APRODADO POR EL DECRETO 3170 DE 1964.
Por medio del Acuerdo 155 de 1963 aprobado por el Decreto 3170 de 1964, el otrora Instituto de Seguros Sociales expidió el reglamento general del seguro social obligatorio de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, estableciendo en el artículo 21 que el incapacitado permanente parcial tendrá derecho a una pensión proporcional a la que le hubiere correspondido en caso de incapacidad permanente total y de acuerdo con el porcentaje de valuación de la incapacidad, determinando a continuación, que el incapacitado permanente total tendrá derecho a una pensión mensual equivalente al 60% del salario mensual base.

Para fijar el salario mensual de base para el computo de las pensiones de invalidez, en el artículo 22 se indicó que el mismo se obtiene promediando los salarios base de cotización de las últimas doce (12) semanas anteriores a la fecha del accidente. Si las semanas de cotización en ese periodo no alcanzan a 12, el promedio se calculará sobre el número de semanas de cotización que tuviere el afiliado; y de no existir cotizaciones, la pensión se calculará sobre el salario base de la categoría declarada por el empleador en el aviso de entrada del asegurado.
Como las normas relacionadas no establecieron taxativamente el porcentaje que debía asignarse a las pensiones ocasionadas por incapacidad permanente parcial, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia dio claridad sobre el punto en sentencia SL11886 de 10 de mayo de 2017 radicación Nº 50444 con ponencia del Magistrado Gerardo Botero Zuluaga, enseñando que luego de establecido el salario base conforme lo señala la norma, a dicho monto se le debe aplicar el 60% que sería el asignado para el incapacitado permanente total y a la suma obtenida se le debe aplicar el porcentaje de la incapacidad permanente parcial, arrojando de esta forma el valor de la pensión de invalidez.
EL CASO CONCRETO

Son hechos que se encuentran fuera de toda discusión: i) Según dictamen médico laboral emitido por el extinto ISS y visible en los archivos inmersos en el expediente administrativo allegado en cd por la UGPP –fl.220 vto-, el señor Álvaro Hernán Montoya Villegas fue calificado con una incapacidad permanente parcial del 35% de origen laboral, generada por accidente de trabajo sufrido el 16 de junio de 1992; ii) Por medio de la resolución Nº 04524 de 11 de diciembre de 1992 –fl.18- la Comisión de Prestaciones del ISS –Risaralda- le reconoció al accionante la pensión de invalidez por incapacidad permanente parcial del 35%, asignándole un salario base de $100.659,51, y posteriormente una mesada pensional del orden de $65.190 a partir del 29 de agosto de 1992.
Ahora, el motivo que lleva al señor Álvaro Hernán Montoya Villegas a iniciar la presente acción, es el hecho de considerar que como el continuó vinculado laboralmente a la Empresa de Obras Sanitarias de Santa Rosa de Cabal “Empocabal ESP EICE” más allá de la fecha en que se presentó el accidente de trabajo que generó el 35% de incapacidad permanente parcial, el salario base para liquidar la prestación era el que tenía para el momento en que se desvinculó de esa entidad y empezó a percibir la pensión de invalidez, sin embargo, tal y como se explicó precedentemente, la normatividad vigente para la fecha en que se produjo la invalidez del 35% era el Acuerdo 155 de 1963 aprobado por el Decreto 3170 de 1964, en el que se establece claramente que el salario base para calcular la pensión de invalidez, debe tener como punto de partida la fecha en que se originó el accidente y no otra cualquiera, por lo que en este caso, las 12 semanas de las que habla el artículo 22, deben contarse hacia atrás desde el 16 de junio de 1992; razón por la que no es dable tener como salario base el devengado en el año 1993.

Sentado lo anterior, dando aplicación a dicha normatividad y atendiendo las directrices del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en la sentencia SL11886 de 10 de mayo de 2017, se procede entonces a verificar si el monto de la pensión de invalidez estuvo adecuadamente calculado por el Instituto de Seguros Sociales.
Como la fecha en que se produjo el accidente de trabajo que causó la incapacidad permanente parcial del 35% fue el 16 de junio de 1992, para generar el salario base se tomarán el ingreso base de cotización efectuado durante las 12 semanas anteriores al evento, esto es, el efectuado en los 84 días anteriores a esa calenda.
Como se aprecia en la historia laboral –fl.19- en ese periodo, es decir, entre el 22 de marzo de 1992 y el 16 de junio de la misma anualidad, la entidad empleadora hizo cotizaciones sobre un ingreso base constante de $99.630, valor éste al que debe aplicarse el 60% para los afiliados con incapacidad permanente total, arrojando la suma de $59.778, cifra ésta a la que a la que se le debe aplicar el 35% de la incapacidad permanente parcial asignada al señor Montoya Villegas, fijando como valor mensual de la pensión de invalidez la suma de $20.922, el cual resultaba inferior al salario mínimo legal mensual vigente que era de $65.190 para el año 1992, que fue el valor que finalmente se le reconoció como mesada pensional.
Nótese entonces que en su momento el Instituto de Seguros Sociales aplicó adecuadamente la normatividad vigente para la fecha en que se produjo el accidente de trabajo que le ocasionó al actor una incapacidad permanente parcial del 35%.
Adicionalmente, si en gracia de discusión se tomará como salario base la suma de $123.287,99 señalada por el actor en sus pretensiones, y siguiendo la misma dinámica para conocer cuál sería el monto de la pensión de invalidez en ese evento, se llegaría a idéntica conclusión, puesto que el 60% de ese valor es igual a $73.972,80, que al aplicarle el 35% de la incapacidad permanente parcial, arrojaría una mesada del orden de $25.890,48, la cual es inferior al salario mínimo legal mensual vigente de la época.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito.

Sin costas en esta sede.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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